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Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Flores Garcia y el Juez Salgado Schwarz. 
 

Salgado Schwarz, Carlos G., Juez Ponente 
 
 

S E N T E N C I A  
 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de abril de 2021. 

Comparece la empresa peticionaria, La Vega Landfill 

& Resources, Inc., mediante recurso discrecional de 

Certiorari, solicitándole al Tribunal de Apelaciones que 

revise una Resolución1 del Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Arecibo, en adelante TPI, mediante la 

cual el foro de instancia denegó una Solicitud de 

Reconsideración que solicitase en corte abierta la 

entidad peticionaria, de una determinación del TPI, 

notificada el 27 de agosto de 2020,  denegando una Moción 

de Sentencia Sumaria.   

Por entender que el recurso fue presentado 

tardíamente, en virtud de la Regla 83(C) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, lo desestimamos por falta 

de jurisdicción. 

-I- 

 La Resolución de la cual se recurre se dictó en 

corte abierta el 12 de noviembre de 2020, notificada el 

 
1 La Resolución recurrida fue notificada por el TPI mediante 

Minuta-Resolución, el día 19 de noviembre de 2020, a raíz de una 

vista celebrada el 12 de noviembre de 2020. 
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19 del mismo mes y año. Sin embargo, para entender la 

vertiente jurisdiccional de este asunto, hay que añadir, 

que la Reconsideración solicitada por la empresa el 12 

de noviembre de 2020, tiene su génesis en una 

determinación del TPI denegando una Moción de Sentencia 

Sumaria, que fuera notificada el 27 de agosto de 2020. 

-II- 

A. Certiorari 

El auto de certiorari es el vehículo procesal que 

permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un tribunal inferior.2 Distinto al 

recurso de apelación, el tribunal de superior jerarquía 

tiene la facultad de expedir el auto de certiorari de 

manera discrecional, por tratarse de ordinario de 

asuntos interlocutorios.3  

Al presentarse un recurso de certiorari de 

naturaleza Civil ante nosotros, es preciso evaluarlo a 

la luz de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R.52.1. Como es sabido, la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, [supra], es la disposición 

reglamentaria que regula todo lo relacionado a la 

revisión de sentencias y resoluciones dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia.4 Dicha Regla limita la 

autoridad de este Tribunal para revisar las órdenes y 

resoluciones interlocutorias dictadas por los tribunales 

de instancia por medio del recurso discrecional de 

certiorari. Posterior a su aprobación, dicha Regla fue 

enmendada nuevamente por la Ley 177-2010, y dispone como 

sigue: 

 
2 Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728 

(2016). 
3 Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913 (2009); García v. Padró, 165 

DPR 324, 334 (2005). 
4 Municipio v. JRO Construction, 201 DPR __, 2019 TSPR 10. 
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Todo procedimiento de apelación, 

certiorari, certificación, y cualquier otro 

procedimiento para revisar sentencias y 

resoluciones se tramitará de acuerdo con la 

ley aplicable, estas reglas y las reglas que 

adopte el Tribunal Supremo de Puerto Rico. 

El recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de 

Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o 

de la denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 

dispuesto anteriormente, el Tribunal de 

Apelaciones podrá revisar órdenes o 

resoluciones interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia cuando se 

recurra de decisiones sobre la admisibilidad 

de testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios evidenciarios, 

anotaciones de rebeldía, en casos de 

relaciones de familia, en casos que revistan 

interés público o en cualquier otra situación 

en la cual esperar a la apelación constituiría 

un fracaso irremediable de la justicia. Al 

denegar la expedición de un recurso de 

certiorari en estos casos, el Tribunal de 

Apelaciones no tiene que fundamentar su 

decisión. 

Cualquier otra resolución u orden 

interlocutoria expedida por el Tribunal de 

Primera Instancia podrá ser revisada en el 

recurso de apelación que se interponga contra 

la sentencia sujeto a lo dispuesto en la Regla 

50 de este apéndice sobre los errores no 

perjudiciales.5  

 

Establecido lo anterior, es preciso recordar que, 

si bien el auto de certiorari […] es un vehículo procesal 

discrecional, la discreción del tribunal revisor no debe 

hacer abstracción del resto del derecho.6 Sin embargo, 

nuestra discreción debe ejercerse de manera razonable, 

procurando siempre lograr una solución justiciera.7  

 
5 32 LPRA Ap. V, R.52.1 
6 Municipio v. JRO Construction, supra; IG Builders v. BBVAPR, 185 

DPR 307 (2012); Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559 (2009); 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83 (2008); García 

v. Padró, 165 DPR 324 (2005). 
7 Id.; IG Builders v. BBVAPR, supra; Torres Martínez v. Torres 
Ghigliotty, supra; Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 

(2001). 



 
 

 
KLCE202001228  

 

 

4 

La discreción judicial "no se da en un vacío ni en 

ausencia de unos parámetros".8 Recordemos que, a fin de 

que el Tribunal de Apelaciones pueda ejercer su 

discreción de manera prudente, la Regla 40 de su 

Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los 

criterios que dicho foro debe considerar al determinar 

si procede o no expedir un auto de certiorari.9 En 

particular, esta Regla dispone los siguientes criterios: 

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

 

B. Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del 

problema. 

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos 

originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados. 
 

 

 

E. Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para 

su consideración. 

 

F. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del 

litigio. 

 

G. Si la expedición del auto o de la orden  

de mostrar causa evita un fracaso de la   

justicia.10  

 

El TSPR ha manifestado, que los tribunales 

apelativos no deben intervenir con determinaciones 

emitidas por el foro primario y sustituir el criterio 

utilizado por dicho foro en el ejercicio de su 

discreción, salvo que se pruebe que dicho foro actuó con 

 
8 Id.; IG Builders v. BBVAPR, supra, pág.338; Rivera Figueroa v. 

Joe's European Shop, 183 DPR 580 (2011).  
9 Municipio v. JRO Construction, supra. 
10 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
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prejuicio o parcialidad, incurrió en craso abuso de 

discreción, o que incurrió en error manifiesto.11 Por tal 

razón, el ejercicio de las facultades discrecionales por 

el foro de instancia merece nuestra deferencia, salvo 

que incurra en algunas de las conductas previamente 

mencionadas.  

 

B. Regla 47 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V) 

 

 La Regla 47 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V), 

concede un término jurisdiccional de 15 días para 

presentar una moción en solicitud de reconsideración a 

una sentencia o resolución. De presentarse dentro de 

dicho término y cumplir con las especificidades 

requeridas por la regla antes mencionada, quedará 

interrumpidos los términos para recurrir en alzada para 

todas las partes. Estos términos comenzaran a correr 

nuevamente desde la fecha en que se archiva en autos 

copia de la notificación de la resolución resolviendo la 

moción de reconsideración. 

 

 

C. Falta de Jurisdicción del recurso por tardío 

 

 En reiteradas ocasiones [el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico, en adelante TSPR] ha manifestado que la 

jurisdicción es el poder o la autoridad que tiene un 

tribunal para considerar y decidir casos o 

controversias.12 Conforme a ello, en toda situación 

jurídica que se presente ante un foro adjudicativo, lo 

primero que se debe considerar es el aspecto 

 
11 Citibank, N.A. v. Cordero Badillo, 200 DPR __ 2018 TSPR 119. 
12 Ruiz Camilo v. Trafon Group, Inc, 200 DPR 254, 267 (2018). 

Véanse, además: Yumac Home v. Empresas Massó, 194 DPR 96, 103 

(2015); Mun. de San Sebastián v. QMC Telecom, 190 DPR 652, 660 

(2014); Cordero et al. v. ARPe et al., 187 DPR 445, 456 (2012); 

Shell v. Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 122 (2012); Cruz Parrilla 

v. Depto. Vivienda, 184 DPR 393, 403 (2012); S.L.G. Solá-Moreno 

v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011).   
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jurisdiccional.13 Esto debido a que los tribunales tienen 

la responsabilidad indelegable de examinar, en primera 

instancia, su propia jurisdicción.14  

 Así pues, reafirma el TSPR “[…] que los tribunales 

debemos ser celosos guardianes de nuestra jurisdicción, 

por lo cual los asuntos relacionados con ésta son 

privilegiados y deben atenderse de manera preferente.15 

Como es sabido, es deber ministerial de todo tribunal, 

cuestionada su jurisdicción por alguna de las partes o 

incluso cuando no haya sido planteado por éstas, examinar 

y evaluar con rigurosidad el asunto jurisdiccional, pues 

éste incide directamente sobre el poder mismo para 

adjudicar una controversia.16  

 Por definición, un requisito jurisdiccional es 

aquel que debe cumplirse antes de que el tribunal pueda 

conocer del pleito.17 En particular, un término 

jurisdiccional es fatal, improrrogable e insubsanable, 

por lo que no puede acortarse ni extenderse.18 Asimismo, 

[el TSPR ha] expresado que el incumplimiento de una parte 

con un término jurisdiccional establecido por ley priva 

al tribunal de jurisdicción para atender los méritos de 

la controversia.19 En síntesis, no tenemos discreción 

para asumir jurisdicción donde no la hay.20  

 
13 Id., pág.268; Horizon v. Jta. Revisora, RA Holdings, 191 DPR 
228, 233-234 (2014); Cordero et al. v. ARPe et al., supra, 

pág.457; Cruz Parrilla v. Depto. Vivienda, supra, pág.403.   
14 Id.; Cordero et al. v. ARPE et al., supra, pág.457.  
15 Id.; Mun. de San Sebastián v. QMC Telecom, supra, pág.660; 

Horizon v. Jta. Revisora, RA Holdings, supra, pág.234; Cordero et 

al. v. ARPe et al., supra, pág.457.   
16 Id.; Shell v. Srio. Hacienda, supra, pág. 123; Yumac Home v. 

Empresas Massó, supra, pág. 103; Constructora Estelar v. Aut. 

Edif. Púb., 183 DPR 1, 22 (2011); Souffront v. A.A.A., 164 DPR 

663, 674 (2005).    
17Id., pág.268.   
18 Id.; Insular Highway v. A.I.I. Co., 174 DPR 793, 805 (2008); 

Caro v. Cardona, 158 DPR 592, 608 (2003); Martínez, Inc. v. 

Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1, 7 (2000).   
19 Id., págs.268-269; Véase, además, Shell v. Srio. Hacienda, 

supra, pág.123. 
20 Id., pág.269; Yumac Home v. Empresas Massó, supra, pág.103; 

Mun. de San Sebastián v. QMC Telecom, supra, pág.660; Shell v. 
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 Una de las instancias en la que un foro adjudicativo 

carece de jurisdicción es cuando se presenta un recurso 

tardío o prematuro, toda vez que éste "adolece del grave 

e insubsanable defecto de privar de jurisdicción al 

tribunal al cual se recurre".21 Esto ocurre debido a que 

su presentación carece de eficacia y no produce ningún 

efecto jurídico, ya que en ese momento o instante en el 

tiempo todavía no ha nacido autoridad judicial o 

administrativa para acogerlo.22  

En lo pertinente al asunto ante nuestra 

consideración, el TSPR ha expresado lo siguiente:  

[…] un recurso que se ha presentado con 

relación a una determinación que está 

pendiente ante la consideración del tribunal 

apelado, o sea, que aún no ha sido finalmente 

resuelta, se conoce como un "recurso 

prematuro". Sencillamente, el recurso se 

presentó en la Secretaría antes de tiempo. 

 

 Un recurso prematuro, al igual que uno 

tardío, priva de jurisdicción al tribunal al 

cual se recurre. No obstante, existe una 

importante diferencia en las consecuencias 

que acarrea cada una de estas 

desestimaciones. Desestimar un recurso por 

ser tardío priva fatalmente a la parte de 

presentarlo nuevamente, ante ese mismo foro, 

o ante cualquier otro. En cambio, la 

desestimación de un recurso por prematuro le 

permite a la parte que recurre volver a 

presentarlo, una vez el foro apelado resuelve 

lo que estaba ante su consideración.23    

 En estos casos, si se carece de jurisdicción, solo 

resta declararlo así y desestimar la reclamación sin 

entrar en los méritos de la controversia.  Esto es, 

procede la inmediata desestimación del recurso apelativo 

 
Srio. Hacienda, supra, pág.123; Souffront v. A.A.A., supra, 

pág.674.  
 

21 Id.; Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 

(2008).   
22 Id. 
23 Yumac Home v. Empresas Massó, supra, pág.107. 
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según lo ordenado por las leyes y los reglamentos para 

el perfeccionamiento de estos recursos.24  

Finalmente, la Regla 83 (B) y (C) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83 

(B) y (C). disponen lo siguiente:  

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier 

momento la desestimación de un recurso por 

los motivos siguientes: 

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción; 

[…] 

 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa 

propia, podrá desestimar un recurso de 

apelación o denegar un auto discrecional por 

cualesquiera de los motivos consignados en 

el inciso (B) precedente. 
 

-III- 

 En este caso el peticionario sugiere que el TPI le 

invitó a que recurriera de la determinación sugerida en 

la vista del 12 de noviembre de 2020. Un término 

jurisdiccional no es prorrogable o subsanable, ni por el 

TPI, ni por este Tribunal colegiado, para darle un 

respiro artificial a una determinación, que aunque la 

misma incumple con la Regla 36.4 de las de Procedimiento 

Civil, ya que no incluye lo que debería contener una 

Resolución denegando una Moción de Sentencia Sumaria, 

advino final y firme el 26 de septiembre de 2020. La 

empresa peticionaria contaba hasta el 11 de septiembre 

de 2020 para solicitar reconsideración, y la misma fue 

presentada dos meses luego del vencimiento del término 

jurisdiccional. 

 Independientemente de los argumentos esbozados por 

las partes sobre la procedencia o no de una solicitud de 

 
24 Id.; S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra, pág.883.   
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reconsideración en un caso de procedimiento sumario 

laboral, el resultado sería el mismo, por lo que no 

entraremos a discutir la distinción entre un proceso y 

otro. El recurso, como fue presentado, está 

irremediablemente tardío y esta Curia carece de 

jurisdicción para atenderlo. 

 

-IV- 

 Por los fundamentos antes expuestos, se desestima 

el presente recurso por falta de jurisdicción, por 

tardío.  Además, se deniega la Moción en Auxilio de 

Jurisdicción presentada por la peticionaria el 5 de abril 

de 2021. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 
LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

SECRETARIA DEL TRIBUNAL DE APELACIONES 


